PROYECTO DE RESOLUCIÓN

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

RESUELVE

ARTÍCULO 1.- Crease en el ámbito de la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, una Comisión Especial al solo efecto de investigar y establecer responsabilidades políticas respecto de los  hechos ocurridos en la Unidad Penitenciaria N° 28 de Magdalena, perteneciente al Servicio Penitenciario Bonaerense, el día 15 de Octubre del año 2005.  

ARTÍCULO 2.- El Presidente de la Cámara de Diputados  designará, a propuesta de los presidentes de los bloques políticos, a dos diputados por cada uno de ellos, quienes integraran la Comisión Especial creada por el artículo 1º. La misma deberá constituirse a fin de elegir sus autoridades en un plazo no mayor a 10 días, funcionando con la periodicidad y las pautas fijadas por el Reglamento Interno de esta Cámara.
ARTÍCULO 3.- El o los informes realizados a modo de dictamen por la Comisión  deberán publicarse en la página web de la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires.
ARTICULO 4.- Autorícese al Presidente de este Honorable Cuerpo a realizar las modificaciones presupuestarias necesarias que requiera la creación y funcionamiento de la Comisión Especial  por un plazo no mayor a 90 días.
ARTICULO 5.- De forma.-
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:
En la noche del día sábado 15 de octubre del año 2005 en la Unidad Penitenciaria N° 28 de Magdalena, ubicada en el kilómetro 111 de la Ruta 11, se produjo un incendio en el Módulo “B”, también conocido como N° 16 del penal, destinado al alojamiento de internos sometidos al régimen de “autodisciplina”, es decir, considerados de baja peligrosidad, muchos próximos a obtener su libertad. El incidente comenzó tras una pelea entre internos, la que requirió la intervención del personal del Servicio Penitenciario Bonaerense (SPB). Mientras esta intervención era llevada a cabo se desato un principio de incendio en el interior del Módulo 16, el cual creció rápidamente al tomar fuego colchones y frazadas presentes en el lugar. Los gases tóxicos (gas cianhídrico y monóxido de carbono) desprendidos a consecuencia del incendio de los mencionados artículos ocasionaron la muerte por asfixia de treinta y tres (33) de los 58 internos alojados en dicho Módulo. Los internos sobrevivientes denunciaron que el personal del SPB, de haberlos reprimido brutalmente  ya iniciado el fuego, cerrando a su vez las puertas del Módulo con candado, convirtiendo a éste en una trampa mortal, ya que tampoco habría sido abierta la puerta de emergencia , así como que el personal del SPB no habría realizado ninguna acción tendiente a apagar el fuego o socorrer a las víctimas, incluso, que todos los actos de atención de las víctimas, incluyendo el rescate de los cuerpos, fue llevado a cabo por los mismos internos. Por su parte el SPB hablo de un motín, de la toma del penal por los internos y de haber cumplido correctamente con todos sus deberes y obligaciones. De haber prestado el debido socorro a los internos y de haber logrado apagar el fuego con la ayuda de los bomberos. 

En relación a lo anterior reproduzco declaraciones publicadas al día siguiente de la tragedia por el diario Página/12: 

“Por la tarde se hizo presente en el lugar el secretario de ejecución penal de la Defensoría General de San Martín, Juan Manuel Casolati, acompañado por otro funcionario de la defensoría, Gabriel Franco. Su versión es absolutamente diferente a la relatada por la voz oficial, y fue presentada ante la fiscalía 4 de La Plata, que investiga la muerte de los 32 presos. En su testimonio aseguró que “cuando llegamos era todo un infierno. Adentro del pabellón estaba todo quemado y no había restos de agua. Lo que dijeron los presos es que los bomberos recién llegaron una hora más tarde y nunca entraron”. Según la descripción, en la cabecera y detrás de cada uno de los cuatro pabellones hay bombas de agua contra incendio. “Nosotros comprobamos las bombas. Estaban secas. No tenían agua. Y los matafuegos estaban llenos pero no tenían fuerza, estaban vencidos.”(…) “El fuego se apagó solo. Los bomberos nunca entraron. No había agua en las bombas contra incendio y los matafuegos no funcionaban. Los que rescataron sobrevivientes y cuerpos fueron los presos del pabellón de al lado. Ahora están aterrados porque son testigos de todo lo que pasó” (Página/12 17-10-2005) 
Al cúmulo de denuncias publicadas en los medios de comunicación, se suman las gravísimas denuncias manifestadas por la Comisión Provincial de la Memoria, organismo creado por Ley provincial 12.483, (de reconocido prestigio por su trabajo a favor de los Derechos Humanos y quien cuenta como uno de sus presidentes al Premio Nóbel de la Paz, Adolfo Pérez Esquivel), a través del Informe: “Cárcel de Magdalena, Por un Nuevo Nunca Más”, publicado en el mes de noviembre del año 2005 en relación al incendio ocurrido el día sábado 15 de Octubre de 2005 en el Módulo de Autodisciplina “B” (o N° 16) de la Unidad Penitenciaria N° 28 de Magdalena. Este organismo merece el mayor de los respetos, por la seriedad y vocación con la trabaja y por la solvencia y legitimidad moral que el mismo representa. Las denuncias efectuadas por un organismo como el precitado no pueden ser tomadas a la ligera, ni minimizadas, ni relativizadas, como pretendieron hacerlo el Señor Gobernador y el Señor Jefe del Servicio Penitenciario Bonaerense, según consta en  un artículo publicado por el diario Pagina/12 (02-12-2005) donde podía leerse:

“Ayer, el gobernador cuestionó el documento: “Quiero ser muy cauto, pero me parece que es un informe apresurado y está lleno de prejuicios en función de informes previos que se han hecho”, indicó. El cuestionamiento de Solá se sumó al realizado por el interventor del Servicio Penitenciario Bonaerense, Fernando Díaz, quien lo calificó de “berreta”. Díaz consideró que el informe “no ayuda a saber la verdad de lo ocurrido, porque no existió abandono de persona por parte del personal carcelario durante el motín e incendio del penal”. La comisión justamente asegura que no existió tal motín y que “un grupo de agentes penitenciarios decide encerrarlos (a los presos) con un incendio ya iniciado y resuelve dejar las puertas cerradas”.
Independientemente de las versiones encontradas, existe un hecho objetivo que no se debe perder de vista: es obligación  indelegable del Estado Provincial  garantizar la vida y la integridad física de las personas detenidas y alojadas en dependencias del SPB es una.

     Con fecha 18 de Octubre de 2005, la Comisión Provincial de la Memoria, en carta abierta dirigida al Gobernador Felipe Solá, reclamaba la constitución de una comisión investigadora independiente de la influencia de cualquier Poder del Estado. En la citada carta se manifestaba: “reclamamos un acto de sinceramiento posibilitando los medios para conocer al detalle qué pasó, cómo fueron los hechos, y terminar con la máscara de encubrimiento que tanto daño produce a las víctimas, sus familiares, la sociedad y que en definitiva obstaculiza la construcción democrática”. A la fecha la comisión solicitada no se ha conformado. 

Como Cuerpo político, es necesario dar respuesta al pedido formulado por la Comisión de la Memoria, que en su letra reclama “Una investigación imparcial con amplias facultades no sólo ayudaría a la justicia en su investigación penal de los hechos, sino también permitiría analizar la trama que hizo posible que en Magdalena murieran 33 detenidos, determinando las responsabilidades políticas y las acciones y omisiones de los distintos poderes del estado provincial. Estudio que, sin duda, ayudaría a cimentar la transformación profunda que necesita el sistema.” 
La creación de esta Comisión Especial, amparada en el marco del artículo 86 del Reglamento Interno de esta Cámara, debe ocuparse de investigar y establecer responsabilidades políticas respecto de los hechos ocurridos en la Unidad Penitenciaria N° 28 de Magdalena, perteneciente al Servicio Penitenciario Bonaerense, el día 15 de Octubre del año 2005.
Por todo lo expuesto, solicito a mis pares  acompañen con su voto positivo el presente Proyecto de Resolución.
